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Con el desarrollo de las campañas de los candidatos presidenciales, ya han comenzado a plantearse las líneas directrices de sus programas de gobierno, en donde el tema de educación emerge como uno de los grandes desafíos de país.  Sin duda que el actual Gobierno mantiene ciertos compromisos con la ciudadanía respecto de aprobar a lo menos dos proyectos de ley en educación, correspondientes a los temas de Educación Pública y de Educación Superior, temas que han sido ampliamente abordados por el mundo académico, en el interés de iniciar, particularmente, una nueva reforma del sistema universitario nacional.
Sin embargo, con preocupación vemos que los plazos se acercan y deberemos conformarnos con las propuestas presidenciales.  En esta materia, recientemente, la UDI ha convenido en su último congreso siete medidas para su Programa de Gobierno como Alianza, focalizándose en primer lugar con un perfeccionamiento del sistema nacional de becas y créditos para la educación superior.  Esta medida, si bien tiene por objeto priorizar el interés de atender preferentemente a los postulantes de menores recursos, está muy impregnada de una consistencia conceptual que ha mantenido este sector político de financiar el sistema universitario por medio de subsidiar la demanda, en detrimento de la oferta que ofrecen, particularmente, las universidades del Estado.
Por casi treinta años hemos evidenciado que esta política de Estado resulta ser regresiva con sus universidades públicas, perpetuándose un modelo de autofinanciamiento establecido con la reforma del año 1981 y que hasta la fecha ha significado un parcial desmantelamiento de las dos principales  universidades estatales, conjuntamente con una seria y difícil tarea de financiar las actividades de desarrollo de las universidades regionales, a pesar de algunos mejoramientos en el financiamiento de programas concursables que ha implementado el MINEDUC, pero que en esencia no han resuelto el fondo de dicha política.
De ahí resulta la gran asimetría de financiamiento y gestión que desde el año 81 han debido enfrentar las universidades tradicionales, en donde las estatales llevan la peor de las partes, con menor financiamiento per cápita que las privadas, y con una gestión y sistemas de control que sin ser exigibles a las privadas, impiden a las estatales competir con las mismas reglas del mercado. 
Por ello es que, no es menor para el mundo universitario público observar las propuestas programáticas finales que surgen de ambas candidaturas, a la espera de que tras treinta años de gobiernos democráticos se repare una asimetría histórica, que venga a equilibrar la balanza de lo privado y de lo público, en una simetría de trato en el financiamiento, en la gestión y control de los recursos estatales.

